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FALLO

Ha decidido

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis López Guerra, Presidente. don Euge­
nio Díaz Eimil, don Alvaro Rodríguez Bereijo. don José

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

En el recurso de amparo núm. 760/90. promovido
por doña María Ribas Roja. representada por la Procu­
radora doña Isabel Cañedo Vega. y asistida del Letrado
don Joan Agustí i Maragall, contra la Sentencia del Tri­
bunal Superior de Justicia de Madrid de 7 de febrero
de 1990. dictada en suplicación, recaída en autos sobre
despido. Han comparecido el Ministerio Fiscal y el «Ban­
co Español de Crédito, Sociedad Anónima». representado
por el Procurador don Aquiles Ullrich y Dotti. y asistido
del Letrado don Julio Lapuente Bujía. Ha sido Ponente
don Alvaro Rodríguez Bereijo. quien expresa el parecer
de la Sala.

a) El 13 de abril de 1987, y tras el fallecimiento
de su marido el 21 de enero anterior. la recurrente que.
con fecha 1 de mayo de 1948, había ingresado en la
plantilla del «Banco Español de Crédito. Sociedad Anó­
nima» (Sucursal plaza de Cataluña, número 10. de Bar­
celona). con la categoría profesional de Auxiliar Admi­
nistrativa y que con fecha de 30 de septiembre de 1951.
se había acogido. en aplicaciÓn de lo previsto en el arto
50 del Reglamento Nacional de Trabajo en la Banca
Privada de 3 de marzo de 1950. a la situación de exce­
dencia por razón de matrimonio. solicitó el reingreso
en dicha Entidad bancaria.

El 8 de mayo de 1987, el «Banco Español de Crédito.
Sociedad Anónima», comUnicó a la recurrente la dene­
gaciÓn de la solicitud de reingreso. participándole que
«ha transcurrido un plazo más que prudencial desde que
pudo ejercitar tal derecho, sin que fuera preciso para
ello el adquirir la condiciÓn de cabeza de familia. y al
no haberla efectuado en su momento. hemos conside­
rado que no' era de su interés reincorporarse al Banco
y por consiguiente, ha decaído de su derecho».

b) Considerando que lo anterior comportaba un des­
pido de hecho. que debia declararse nulo y subsidia­
riamente improcedente. la recurrente promovió deman­
da ante la jurisdicción social contra el «Banco Español
de Crédito. SOCiedad Anónima».

c) La demanda fue .estimada por la Magistratura de
Trabajo núm. 20 de Barcelona en Sentencia de 12 de
noviembre de 1987, por entender. en síntesis. que. con
arreglo al arto 50 del Reglamento Nacional de Trabajo
de la Banca Privada, el personal femenino que hubiese
abandonado el trabajo al contraer matrimonio tiene dere-

EN NOMBRE DEL REY

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 24 de
marzo de 1990. doña lsabel Cañedo Vega, Procuradora
de los Tribunales. interpone. en nombre y representación
de doña María Ribas Roja. recurso de amparo contra
la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia de Madrid. de 7 de febrero de 1990. revo­
catoria en suplicación de la dictada por la Magistratura
de Trabajo núm. 20 de Barcelona, con fecha 12 de
noviembre de 1978, en los autos 761/87, sobre
despido.

2. Los hechos de los que trae origen la demanda
de amparo son. en síntesis. los que a continuación se
relacionan:

Gabaldón López. don Julio Diego González Campos y
don Caries Viver Pi-Sunyer, Magistrados. ha pronunciado

la siguiente

S.ENTENCIA

Sala Segunda. Sentencia 70/1993. de 1 de
marzo. Recurso de amparo 760/1990. Contra
Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid. revocatoria, en suplicación de la dic­
tada por la Magistratura de Trabajo númlr
ro 20 de Barcelona, recaída en autos sobre
despido. Supuesta vulneración del derecho a
la tutela judicial efectiva y del principio de
igualdad: prescripción del derecho al reingrlr
so en el supuesto de excedencia voluntaria
por razón de matrimonio. Voto particular.

8620

Estimar el recurso de amparo solicitado por doña Bea­
triz Blasco Esquivias y don Franci.sco Javier de Benito
Y. en consecuencia:

1 Declarar que el derecho de los recurrentes a un
proceso sin dilaciones indebidas ha sido vulnerado por
la tramitación realizada por el Juzgado de Instrucción
núm. 1 de Madrid en el procedimiento 3.371/81 sobre
delito contra la propiedad intelectual.

Dada en Madrid. a uno de marzo de mil novecientos
noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando García Mon y González Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

el procedimiento. es. sin lugar a dudas. ordenar al órgano
j~dicial que adopte sin demora las resoluciones que sean
procedentes para su tramitación. pronunciamiento que
no excluye la eventual utilización por parte de los
recurrentes de la vía indemnizatoria ex arto 121 de la
Constitución. y 292 Y siguientes de la L.O.P.J., en el
bien entendido de que es doctrina consolidada de este
Tribunal que el derecho a ser indemnizado por dilaciones
indebidas «no es en sí mismo directamente invocable.
y menos cuantificable en la vía de amparo constitucional,
al no ser cOmpeten-te para ello el Tribunal Constitucional.
según se deduce del arto .58 de la LOTC. y no ser incluible
en los pronunciamientos del arto 55 de dicha Ley Orgá­
nica» (STC 50/1989, y. en el mismo sentido SSTC
37/1982,28/1989 Y 81/1989).

2 Que por el Juzgado de Instrucción núm. 1 de
Madrid se adopten sin demora las resoluciones que sean
procedentes para que se siga tramitando. en su caso,
y sin ulteriores dilaciones indebidas, el procedimiento
iniciado por los recurrentes.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».
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cho a reingresar al constituirse en cabeza de familia.
siendo tal lo quehabía acaecido en el caso de la actora.
tras el fallecimiento de su marido. La Magistratura de
Trabajo estimó. además. que no era de aplicación el
plazo de veinte días para reclamar contra despidos. sin
que el citado Reglamento estableciese para la petición.
en caso de reingreso. plazo alguno.

dl En suplicación. promovida por el «Banco Español
de Crédito. Sociedad Anónima». la Sala de lo Social del
Tribunal Superior de Justicia. revocó. por Sentencia de
7 de febrero de 1990. la resolución de la instancia. aco­
giendo la tesis de la Entidad demandada. sobre la base
de qlje: "

«(...) como declaró el Tribunal Constitucio­
nal en sus Sentencias de 14 y 23 de febrero
el plazo prescriptivo de las acciones derivadas
de la situación de excedimcia forzosa por
razón de matrimonio ha de computarse a par­
tir de la entrada en vigor de la Constitución
que fue la norma legal que declaró incons­
titucional la situación y como la demandante
pasó a la situación de excedencia forzosa por
razón de matrimonio. y esta situación en virtud
de lo establecido en el arto 14 de la Cons­
titución ha de entenderse contraria al mismo.
es obvio que con la entrada en vigor de la
Constitución el 26 de diciembre de 1978
pudo la actora ejercitar la acción que le per­
mitiría reingresar a su anterior puesto de tra­
bajo.puesto que ha se había proclamado el
principio de igualdad consagrado en el art.
14 de la Constitución. como también lo hace
el arto 17 del Estatuto de los Trabajadores
y que declararon la nulidad radical de cuantas
normas. y cláusulas o pactos que contengan
discriminación por razón en algunas de las
circunstancias que se mencionan en el arto
17 antes citado. lo que no quiere decir que
esta sitlJación permanezca inmutable a lo lar­
go del tiempo puesto que. en virtud del prin­
cipio también constitucional de seguridad jurí­
dica que se contempla en el art. 9.3 de nuestro
primer texto legal. ha de ejercitarse la acción
dentro del plazo. en el caso que nos ocupa
como con la entrada en vigor de la Consti­
tución estaba vigente la Ley de RelaCiones
Laborales que establecía un plazo prescriptivo
de tres años. es este el tiempo en que la actora
pudo ejercitar su derecho. como no lo actuó
hasta el 29 de mayo de 1987 es visto que
cuando interesó su reincorporación la acción
que permitía ejercitar su derecho había pres­
crito (... l.»

3. En. la demanda de amparo se reprocha a la Sen­
tencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de
Justicia de Madrid haber incurrido en incongruencia con­
traria al arto 24.' C.E. La Sala. se aduce. ha resuelto
un supuesto distinto del planteado en la demanda, lo
cual. como es doctrina constitucional reiterada (se cita
la STC 14/1984). contraviene el derecho a la tutela judi­
cial efectiva.

Como fundamento de esta imputación se alega que
para desestimar la pretensión deducida en el proceso
judicial por la actora. la Sala de lo Social se sir\lió de
una doctrina únicamente válida para las situaciones de
excedencia forzosa. siendo así que, aunque en la reso­
lución judicial se califica la situación de la demandante
como de excedencia forzosa. su excedencia por razón
de matrimonio era voluntaria. pues. como consta en los
hechos probados. a ella se había acogido la actora. de

conformidad con lo previsto en el segundo párrafo del
arto 59 del Reglamento Nacional de Trabajo de la Banca
Privada. al haber ingresado en la Entidad bancaria
demandada antes del 3 de marzo de. 1950.

Asimismo. se invoca en la demanda el arto 14 C.E..
que se considera vulnerado al haber legitimado la Sen­
tencia desestimatoria del Tribunal Superior de Justicia
el comportamiento discriminatorio seguido por el Banco.
que conocía el carácter voluntario· de la excedencia. A
ello se añade que la actora no tenía por qué impugnar
ÉlO plazo alguno posterior a la Constitución su situación
de excedencia. al ser ésta voluntaria.

En consecuencia. se pide de este Tribunal que declare
la nulidad de la Sentencia de la Sala de lo Social del
Tribunal Superior de Justicia de Madrid. le ordene dictar
nueva Sentencia dando respuesta a lo que constituye
la pretensión de la actora. y acuerde la suspensión cau­
telar de la ejecución de la resolución impugnada.

4. Por providencia de 4 de mayo de 1990. acordó
la Sección admitir a trámite la demanda de amparo, y
en consecuencia reclamar las correspondientes actua­
ciones de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de
Justicia de Madrid y núm. 20 de Barcelona. instando
a este último a que emplazase a quienes hubiesen sido
partes en el. procedimiento. excepto al recurrente en
amparo. para que en el plazo de diez días pudieran com-
parecer en el presente proceso constitucional. .

Con igual fecha se acuerda abrir pieza separada de
suspensión. a la que accede la Sala por Auto de 4 de
junio de 1990.

5. En virtud del anterior emplazamiento compareció
el «Banco Español de Crédito. Sociedad Anónima». repre­
sentado por el Procurador don Aquiles Ullrich y Dotti.

6. Por providencia de 21 de junio de 1990, la Sec­
ción acuerda tener por personado al señor Ullrich Dotti.
acusar recibo de las actuaciones remitidas. y dar vista
de las mismas a las partes personadas y al Ministerio
Fiscal para que en el plazo de véinte días presentaran
las alegaciones que estimaran pertinentes.

7. En fecha 19 de julio de 1990 presenta el
recurrente sus alegaciones en las que amplía los dos
motivos de amparo consignados en su recurso. En primer
lugar. el referido a la infracción del arto 24.1 C.E. por
parte de la Sentencia impugnada. subrayando los datos
de que la situación de excedencia de la actora, objeto
de litigio. era voluntaria y. no forzosa, y que la errónea·

. apreciación de esa circunstancia por el Tribunal Superior
alteró manifiestamente el debate procesal. creando así
una incongruencia can contenido constitucional. En
segundo lllgar. el referido a la vulneración del art. 14
C.E.. al apreciar trato discriminatorio de la actora res­
pecto de las otras mujeres que. por haberse visto obli­
gadas a pasar a la situación de excedencia forzosa por
razón de matrimonio. tuvieron efectivamente la opción
de. en 105 tres años posteriores a la Constitución,. impug­
nar su situación discriminatoria. En suma. el Tribunal
Superior habría infringido el arto 14. C.E. al negar el ejer­
cicio de un derecho -el de la reincorporación de la tra­
bajadora excedente- por una circunstancia ilícita.

8. Por escrito registrado el 19 de julio de 1990.
el «Banco Español de Crédito. Sociedad Anónima». pre­
senta sus alegaciones en las que interesa la desesti­
mación del recurso por estas razones:

Niega que haya existido vulneración alguna del arto
24.1 C.E.. pues el actor ha tenido acceso a un proceso
que se ha desarrollado con todas las garantías. habiendo
obtenido hasta dos resoluciones fundadas en Derecho.

Sostiene que la tesis expl,lesta en la Sentencia impug­
nada es acorde a Derecho. y conforme con la jurispru
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dencia de este Tribunal (cita SSTC de 14 de febrero
y 9 de mayo de 1984). Todo ello conduce. en efecto.
a determinar que habiendo podido la actora reclamar
su readmisión en el Banco a partir del dla 28 de diciem­
bre de 1978. no lo hizo hasta el 13 de abril de 1987.
representando ello un claro supuesto de dimisión según
lo dispuesto en el arto 49.4 del Estatuto de los Tra­
bajadores.

En cuanto a la posible vulneración del arto 14. C.E..
sostiene que el «Banco Español de Crédito. Sociedad
Anónima». ha actuado en todo momento de acuerdo
con la legalidad Y que no ha intentado discriminar a
la actora tras la entrada en vigor de la Constitución.

9. Con fecha de 17 de julio de 1990 registra el
Fiscal sus alegaciones en las que interesa la concesión
del amparo solicitado. Se centrann estas alegaciones.
en síntesis. en los siguientes fundamentos:'

a) La actora no se acogió a la excedencia obligatoria
por matrimonio que prevela el art. 59.1 de la Regla­
mentación de Trabajo de la Banca Privada. que se pro­
longaría hasta que la mujer. por muerte o incapacidad
del marido. adquiriese la condición de cabeza de familia.
Por el contrario. se acogió a la excedencia voluntaria
por razón de matrimonio. igualmente duradera hasta el
momento en que la mujer adquiriese la condición de
cabeza de familia. El hecho de que la trabajadora hubiera
ingresado en la Empresa antes del 3 de' mayo de 1950
le permitía. según la citada Reglamentación. acogerse
voluntariamente a esta posibilidad. quedando. en cam­
bio. exenta del anterior deber.

Ello es lo que se recoge como probado en el hecho
probado cuarto de la Sentencia de Instancia. Estima el
Ministerio Fiscal que la redacción del fundamento jurí­
dico primero de esta Sentencia pudo inducir a error al
Tribunal Superior de Justicia de Madrid. que entendiendo
erróneamente que la actora estaba. no en la situación
de excedencia voluntaria por matrimonio. sino en la for­
zosa. consideró que su acción habrla caducado. partien·
do de la propia doctrina al respecto de este Tribunal.

Considera por ello que ha habido infracción del arto
24.1 C.E.. pero no porque la Sentencia impugnada fuese
incongruente. sino por haber existido un error patente
en la selección de la norma aplicable. lo que ha llevado
a la lesión de derechos fundamentales (SSTC 68/1983.
89/1983.75/1984.90/1990). -

b) Sin embargo. entiende el Fiscal que no ha habido
infracción del art. 14 C.E.. puesto que si el Tribunal Supe-'
rior de Justicia. al apreciar lIna causa impeditiva de la
acción no entró en el fondo de la cuestión planteada.
no se puede concebir que la Sentencia hubiera discri­
minado a la mujer ni infringido. en consecuencia. el arto
14C.E.

10. Por providencia de 25 de febrero de 1993. se '
acordó para deliberación y votación del presente recurso
de amparo el dla 1 de marzo siguiente.

11•. Fundamentos jurídicos

1. Dos son las cuestiones que se plantean en el
presente recurso de amparo. La primera. si ha existido
infracción del arto 24.1 C.E.. por cuanto la Sentencia
impugnada podría adolecer de incongruencia. o. al
menos. haber incurrido en error patente en la selección
de la norma aplicable. con la consiguiente lesión de dere­
chos fundamentales. La, segunda. si ha resultado infrin­
gido el art. 14 C.E. por haber legitimado la Sentencia
impugnada un comportamiento discriminatorio por parte
del Banco en el que trabajaba la actora. Ambas cues­
tiones se suscitan a ralz de que la combatida Sentencia
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid hubiera decla-

rado prescrita la acción de la actora para reclamar su
reingreso al trabajo tras haber estado en una situación
de excedencia por razón de matrimonio prevista en la
Reglamentación de Trabajo de la Banca Privada (art. 59).
pues entendía que por ser el arto 59 mencionado una
norma inconstitucional. el plazo de prescripción se ini­
ciaba. según doctrina del Tribunal Constitucional. en el
preciso momento de entrada en vigor de la Constitución.
y el mismo habrla de ser de tres años. al ser éste el
plazo de prescripción establecido con carácter general
para las acciones laborales por la entonces vigente Ley
de Relaciones Laborales.

2. Respecto de la primera cuestión. argumenta la
recurrente que la Sala del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid habría incurrido en incongruencia por haber
resuelto un supuesto distinto al planteado en la deman­
da. puesto que para desestimar su pretensión la Sala
se sirvió de una doctrina aplicable a la excedencia forzosa
por razón de matrimonio. mientras que en el caso con­
creto se trataba de una excedencia voluntaria por razón
de matrimonio. prevista. no en el art. 59.1.° de la Regla­
mentación de Trabajo de la Banca Privada. sino en el
arto 59.2.° de la misma. -

El Ministerio Fiscal. por su parte. admitiendo que en
la Sentencia' recurrida se produce el error que denuncia
el recurrente. entiende que esta Sentencia no podría
considerarse incongruente. al haber dejado intactos los
términos del debate procesal. pero que sí resultaba con­
traria al arto 24.1 C.E.. por haber seleccionado de un
modo patentemente erróneo la norma aplicable.

De este modo. hemos de determinar si en la Sentencia
impugnada cabe apreciar alguno de los vicios denun­
ciados. y más, concretamente. si ha sido incongruente
o si se han cometido errores. patentes y manifiestos.
que eXCedan el mero desacierto del Juez, -pues ya
hemos afirmado en multitud de ocasiones que el art.
24, C.E. no garantiza el derecho al acierto judicial (SSTC
126/1986. 50/1988)- capaces de haber producido un
daño al derecho a la tutela judicial efectiva con relevancia
constitucional (STC 90/1990).

En efecto. en la demanda no se ha combatido el tema
de fondo. esto es. que de entenderse que la norma regu­
ladora de aquella excedencia especial fuese inconstitu­
cional. la acción para obtener el reconocimiento del dere­
cho impedido por aquélla -en este caso. el derecho
a reincorporarse a su puesto de trabajo sin necesidad
de convertirse en cabeza de familia- habria prescrito.
Según doctrina de este Tribunal (SSTC 7/1983.8/1983.
86/1983. 58/1984). el dies a qua para reivindicar el
ejercicio de un derecho obstaculizado por una norma
discriminatoria nació en el mismo momento de apro­
bación de la Constitución. y desde ese momento se ha
de computar el pla'zo de prescripción. que había de ser
el de tres años según lo dispuesto por el arto 83 de
la Ley de Contrato de Trabajo -vigente en 1978- para
determinar el plazo de prescripción fijado para las accio­
nes derivadas del contratO de trabajo que no tuvieran

.señalado un período especial.
3. La lectura de la Sentencia impugnada no permite

apreciar error patente. incongruencia o arbitrariedad que
lleve a afirmar que se ha infringido el derecho a la tutela
judicial efectiva. '

Sostiene la recurrente. y.el Ministerio Fiscal se mani­
fiesta con un criterio similar. que el Tribunal Superior
de Justicia ad quem equivocó de manera radical el
supuesto de hecho juzgado. puesto que la excedencia
por la que optó la actora al momento de casarse no
era la forzosa por razón de matrimonio prevista en el
art. 59.1 de la Reglamentación de Trabajo del Sector.
sino la voluntaria. contemplada en el apartado segundo
de ese precepto.
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En otras palabras. según su razonamiento. la exce­
dencia por la que optó la actora. al no ser obligatoria.
sino voluntaria. ya no partiría de una norma discrimi­
natoria (como era el párrafo primero del art. 59 de la
Reglamentación de Trabajo). sino de una que no lo era
(el párrafo segundo). En consecuencia. no habría lugar
a apreciar su inconstitucionalidad. y por ello a plantear
problema alguno de prescripción de la acción. por lo
que el Tribunal Superior de Justicia. al haberla apreciado.
habría confundido los términos en los que se planteó
el debate.

Pero aunque la recurrente estima que sólo es con­
trario a la Constitución el art. 59.1.° de la citada Regla­
mentación de Trabajo. pero no así e'l párrafo segundo
de ese artIculo. lo cierto es que no cabe excluir que
el Tribunal Superior de Justicia ad quem entendiere que
era inconstitucional todo el precepto y no sólo su primer
párrafo.

En efecto, el mencionado párrafo. aún cuando apa­
rentemente pudiera no parecer contrario al arto 14 C.E.,
por ofrecer a la mujer casada la mera «posibilidad» de
optar por la excedencia en razón del matrimonio. lo cierto
es que debe también considerarse como claramente dis­
criminatorio. y por lo tanto. derogado a partir del propio
momento de entrada en vigor de la Constitución. La
posibilidad de disfrutar de la excedencia. aparte de ser
atribuida sólo a la mujer, al estar condicionada en cuanto
a su duración al hecho de que la mujer adquiriese la
condición de cabeza de familia, ha de considerarse con­
traria en sí misma al art. 14 C.E. pues, bajo una apariencia
de ofrecer una ventaja a la mujer. de hecho busca y
consigue excluir a aquélla del mercado de trabajo duran­
te el tiempo que dura su matrimonio. lo que resulta aún
más evidente si se considera el contexto social en el
que esa norma fue elaborada (STC 241 /1988).

De este modo. hay que advertir que. si manifiesta.
por discriminatoria. resulta la inconstitucionalidad del arto
59. párrafo primero. de la Reglamentación de Trabajo
del Sector (excedencia forzosa por razón de matrimonio).
también se ha de entender que es igualmente discri­
minatorio el párrafo segundo de aquel precepto. en cuyo
caso no faltan apoyaturas -más allá de la confusión
o incongruencia que denuncia el actor- para entender
prescrita la acción. como hace el órgano judicial.

De otro lado, al margen de la constitucionalidad del
arto 59.2.° de la tan mencionada Reglamentación de Tra­
bajo. y de la cuestión de prescripción de las acciones
que pudieron ejercitarse con motivo de la entrada en
vigor de la Constitución. aspectos ambos que no han
sido cuestionados directamente en este proceso cons­
titucional. lo que evidencian las anteriores consideracio­
nes es que no cabe apreciar en la Sentencia error paten­
te, arbitrariedad, ni incongruencia o falta de fundamen­
tación que vulnere el art. 24.1 C.E.

4. Respecto de la segunda cuestión planteada.
entiende la demandante. de amparo que la Sentencia
impugnada' ha violado el arto 14. C.E. al haber legitimado
el comportamiento discriminatorio del Banco empleador.

A este reproche basta responder que. si bien es cierto
que la Sentencia impugnada legitima el comportamiento
del demandado, lo que es innegable pues precisamente
absuelve a éste, no ha quedado constancia de que el
Banco empleador hubiera intentado apiicar norma dis,
criminatoria alguna. puesto que. reconocido precisamen­
te que el arto 59 de la citada Reglamentación laboral
sería discriminatorio, el problema se ha reconducido de
manera exclusiva a la prescripción de la acción para
conseguir el reingreso en el trabajo, sin que haya que­
dado patente en los autos ningún comportamiento dis­
criminatorio por parte de la Empresa, con posterioridad
a la Constitución, respecto a la demandante.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons·
titucional. POR LA AUTORIDAD QU~ L~ CONFI~R~ LA CONSTITUCIÓ~

DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a uno de marzo de mil novecientos
noventa y tres.-Luís López Guerra.-.Eugeni Día2
Eimil.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-José Gabaldón
López.-Julio Diego González Campos.-Carles Viver
Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

Voto particular que formula el Magistrado don Julio Diego
González Campos en la Sentencia de 1 de marzo de 19CJ3,
recaída en el recurso de amparo 760/1990, al que se adhierE

el Magistrado don José Gabaldón López

1. En el Voto parti.cular a la STC 59/1993. recaída
en el recurso de amparo 1.600/1990. ya he expuesto
algunas de las razones que me llevaron a solicitar de
la Sala que usase de la facultad prevista en el art. 13
LOTC para apartarse de la doctrina sentada por el Tri·
bunal en diversas decisiones, a partir de la STC 7/1983;
razones que resulta innecesario reproducir aquí.

2. Si cabe señalar. en cambio. que en las SSTC
7/1983.8/1983.15/1983.58/1984 Y 15/1985. así
como en el ATC 550/1984. se declaró la operatividad
del plazo de prescripción de tres años para solicitar el
reingreso, contado desde la entrada en vigor de la Cons­
titución. respecto a supuestos de excedencia forzosa por
matrimonio de la mujer trabajadora. En el presente caso.
sin embargo, nos encontramos ante un supuesto de exce­
dencia voluntaria, concedida al amparo del párrafo
segundo del arto 59 de la Reglamentación Nacional de
Trabajo en 'la Banca Privada aprobada por Orden de 3
de marzo de 1950, pues la recurrente ingresó en la
Empresa con antefioridad a esta fecha y solicitó la exce­
dencia el 1 de septiembre de 1951. Habiendo solicitado
el reingreso en el puesto de trabajo al fallecimiento del
marido, ocurrido el 21 de ,enero de 1987.

La Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Supe­
rior de Justicia de Madrid de 7 de febrero de 1990,
impugnada en el presente proceso constitucional. ha esti·
mado el recurso de suplicación interpuesto por el Banco
demandado en el proceso a qua aplicando la doctrina
de las SSTC 7/1983 y 8/1983. dictada en relación con
aquellos supuestos de excedencia forzosa. Y. por tanto.
sin entrar a considerar separadamente la constitucio·
nalidad o inconstitucionalidad del párrafo segundo del
arto 59 de la mencionada Reglamentación de 1953. en
el que la recurrente fundamenta su derecho al reingreso
con base en la excedencia voluntaria concedida; extremo
que ha sido puesto de relieve tanto por la recurrente
como por el Ministerio Fiscal. Sin embargo, la Sentencia
de la que discrepo parece soslayar esta circunstancia
-relevante a los fines del arto 24.1 C.E.- limitándose
a. afirmar que bien pudo entender el Tribunal Superior
de Justicia de Madrid que el art. 59 de la Reglamentación
era inconstitucional no sólo en su primer párrafo sino
también en el segundo; para entrar seguidamente a jus­
tificar esta conclusión mediante el análisis de los ele­
mentos discriminatorios existentes en dicho precepto.
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EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

la siguiente

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis López Guerra. Presidente; don Euge­
nio Diaz Eimil. don Alvaro Rodríguez Bereijo, don José
Gabaldón López, don Julio Diego González Carnpos y
don Caries Viver Pi-Sunyer, Magistrados. ha pronunciado

1. Por escrito presentado en el Registro General de
este Tritiunal el día 2 de abril de 1990, doña Maria
Teresa Castro Rodríguez. Procuradora de los Tribunales,
en nombre y representación de. don Antonio Becerra
Utrero. interpuso recurso de amparo contra la Sentencia
de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid. de 29 de enero de 1990, que desestimó
recurso de suplicación contra la dictada por la Magis­
tratura de Trabajo núm. 5 de Sevilla. de 15 de octubre
de 1987. en autos núm. 1.338/87, sobre reclamación
por despido.

2. Los hechos en los que se funda la demanda son.
en síntesis, los siguientes:

a) El demandante de amparo y don Antolín Muñoz
Montero venían prestando servicios en la Empresa
«Abengoa. S.A.», desde el 21 de abril de 1987 como
Cetadores de Teléfonos. con la categoría de Especialistas.
en virtud de sendos contratos de trabajo suscritos al
amparo del Real Decreto 1:989/1984. de 17 de octubre.
La duración de los contratos era de seis meses -hasta
el 20 de octubre de 1987-. habiéndose fijado en los
mismos un periodo de prueba de tres meses.

Mediante sendas cartas fechadas el 16 de julio de
1987. dirigidas a los citados trabajadores, la Empresa
les comunicó que el día 20 del mismo mes quedaban
extinguidos sus contratos, alegando la vigencia del perío­
do de prueba fijado.

b) El ahora solicitante de amparo y don Antolín
Muñoz Montero. previo intento de conciliación ante. el
Instituto de Mediación, Arbitraje y Conciliación. interpu­
sieron demanda ante Magistratura de Trabajo solicitando
la declaración de nulidad o. en su caso. de improcedencia
de los despidos. A los efectos que a este recurso de
amparo interesa. adujeron aquéllos. entre otros motivos.
que ,los despidos se hablan producido ya superado el
período legal de prueba. que no era de tres meses, como
se indicaba en los referidos contratos. sino de quince
dlas. de conformidad con lo establecido en el arto 18
de la Ordenanza Laboral para las Industrias Siderome­
talúrgicas. a la que remitlan .Ios arts. 8.1 del Convenio
Colectivo Provincial para las Industrias Siderometalúr­
gicas de Sevilla. de 24 de marzo de 1986. y 22 del
Pacto suscrito entre la Empresa y sus trabajadores de
construcción y conservación de líneas de reoes telef6­
nicas del Centro de Trabajo de Sevilla, de 30 de abril
de 1986.

cl La Magistratura de Trabajo núm. 5 de las de Sevi­
lla dictó Sentencia en fecha 15 de octubre de 1987.
desestimando la demanda y absolviendo a la empresa
demandada de las pretensiones contra ella formuladas.

Por lo que se refiere a la duración del período de
prueba, se señala en la Sentencia que, si bien el arto
18 de la Ordenanza de Trabajo para las Industrias Side­
rometalúrgicas establece un plazo de quince dias para
los Peones y Especialistas. sin embargo el arto 14 del
Estatuto de 'los Trabajadores (E.T.) dispone que podrá
concertarse un perIodo de prueba «que en ningún caso
podrá excedllr de s!ilis meses para los Técnicos titulados.
ni de tres rneses para los demás trabajadores. excepto
para los no cualificados. en cuyo caso la duración máxi­
ma será de quince dras laborables», y que los deman­
dantes debían ser incluidos en el segundo grupo, pues
no cabía aplicarles la condición de trabajadores no cua­
lificados. referida a los que tienen la categorla de Peones.
ya que dada su condición de Especialistas les era exigible
un indudable grado de cualificación. Abundando en esta
línea argumental. el órgano judicial. con cita de la juris­
prudencia de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo

l. Antecedentes

Sala Segunda. Sentencia 71/1993, de 1 de
marto. Recurso de amparo 863/1990. Contra
Sentencia de la Sala de lo Social del T.S.J.
de Madrid. recarda en recurso de suplicación
frente a la dictada por la Magistratura de Tra­
bajo número 5 de Sevilla, en autos sobre recla­
mación por despido. Supuesta vulneración del
principio de igualdad: igualdad en la aplica­
ción de la Ley.

8621

3. De este modo, la doctrina de este Tribunal sobre
el plazo de prescripción del derecho al reingreso, ya apli­
cada -aunque en sentido favorable- a un supuesto de
excedencia especial (STC 86/1983), se extiend!il ahora,
con mayor rigor aún, al de !ilxcedencia voluntaria. Pues
en última instancia, se viene a aceptar que la aplicación
del plazo de tres años, contados a partir de la entrada
en vigor de la COnstitución -,-plazo ya transcurrillo, por
cierto, -cuando se dictó la STC 7/1983- impide el rein­
greso en el puesto de trabajo, pese a que tal derecho
estaba reconocido por la norma preconstitucional. Y ello
por estimarse que dicha norma era discriminatoria en
el presupuesto de la concesión de la excedencia volun­
taria.

Como ya he señalado en el Voto'particular a la'STC
59/1993, tal consecuencia no parece conforme con la
efectividad de los derechos fundamentales y, en con­
creto, del derecho constitucional de igualdad; pues otras
soluciones más matizadas y favorables a esa efectividad,
ciertamente, son posibles por via de la interpretación
de la Constitución. De manera que, a mi parecer. estaba
plenamente justificado que la Sala hubiese usado de
la facultad prevista en el arto 13 LOTC. para que el Pleno
se pronunciase sobre esta cuestión.

Madrid, cinco de marzo de mil novecientos noventa
y tres.-Julio Diego González Campos.-José Gabaldón
López.-Firmados y rubricados..

En el recurso de amparo núm. 863/90, promovido
por don Antonio Becerra Utrero, representado por la Pro­
curadora de los Tribunales doña María Teresa Castro
Rodríguez y asistido por el Letrado don Francisco Javier
Terán Conde, frente a la Se!1tencia de la Sala de lo Social
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, de 29 de
enero de 1990, recaída en el recurso. de suplicación
núm. 14.689/89-2.", contra la dictada por la Magistra­
tura de Trabajo núm. 5 de Sevilla. de 15 de octubre
de 1987. en autos núm. 1.338/87. sobre reclamación
por despido. En el proceso de amparo han comparecido,
además, el Ministerio Fiscal y la Entidad mercantil «Aben­
goa, S.A.», representada por el Procurador de los Tri­
bunales don Juan Antonio García San Miguel y Orueta,
asistido,de Letrado. Ha actuado como Ponente el Magis­
trado don Eugenio Díaz Eimil. quien expresa el parecer
de la Sala.


